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Resumen: el ordenamiento jurídico constitucional español, al 
regular los estados de excepcionalidad, a través de los que en-
frenta las diferentes emergencias a las que el Estado pueda ver-
se sometido, omitió todo lo referente a la gestión descentraliza-
da de los mismos. Ello responde a eventualidad históricamente 
conocida de que el Estado autonómico español fue más una 
coyuntura política que una realidad jurídica, cuando se crea 
la Constitución española. Y uno de los muchos aspectos que 
afectan a este particular es la celebración de elecciones durante 
estas situaciones. Es por ello que se hace necesario plantear los 
problemas que podrían surgir, como ya ha sucedido, cuando se 
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tengan que celebrar elecciones autonómicas y locales durante 
estas situaciones, para abrir el debate sobre su reforma.

Abstract: the Spanish constitutional legal system, when regu-
lating states of exceptionality, through which it faces the diffe-
rent emergencies to which the State may be subjected, omitted 
everything referring to their decentralised management. This 
responds to the historically known fact that the Spanish auto-
nomous state was more a political conjuncture than a legal rea-
lity when the Spanish Constitution was created. And one of the 
many aspects that affect this is the holding of elections during 
these situations. This is why it is necessary to raise the pro-
blems that could arise, as has already happened, when regional 
and local elections have to be held during these situations, in 
order to open the debate on their reform.  

Sumario: I. Introducción. II. Conceptualización terminológica. 
III. La separación de poderes en la excepcionalidad española. 
IV. La afectación del voto durante los estados de excepcionali-
dad. V. Conclusiones. Referencias.

I. Introducción

Durante la pandemia de Covid-19, la cual todavía no ha sido total-
mente superada —como estas últimas navidades han demostra-
do— se pusieron de manifiesto las deficiencias del ordenamien-
to jurídico español a la hora de regular unas elecciones durante 
los estados de excepcionalidad. Entre estas deficiencias destaca 
clamorosamente las que tienen relación con la celebración de 
comicios autonómicos y locales, ya que ningún Estatuto de Au-
tonomía ni la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General (en adelante, LOREG) han sido reformados 
para suplir dichas carencias. España, al igual que México, cuenta 
con una estructura territorial descentralizada que condiciona su 
organización cuando pavorosas emergencias amenazan la super-
vivencia de su sistema político.
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II. Conceptualización terminológica

Sin embargo, es preciso comenzar con una aclaración concep-
tual. Así, en primer lugar, denominaremos como Derecho o es-
tados de excepcionalidad a aquellos mecanismos que permiten 
enfrentar peligrosas situaciones para el Estado o la de sus ciuda-
danos las cuales, precisamente por la emergente situación de cri-
sis, en las que el Derecho ordinario se vuelve ineficaz, es preciso 
llevar a cabo la concentración de poderes, tanto verticales como 
horizontales (que en otros ordenamientos, como el mexicano, se 
denomina “otorgamiento de facultades extraordinarias”) y la res-
tricción agravada de derechos o, incluso, su suspensión. Por ello, 
incluimos bajo este concepto los instrumentos recogidos en el 
artículo 166 de la Constitución española. Estos son el estado de 
alarma, el estado de excepción y el estado de sitio. Dejamos fuera 
de este al mecanismo de la coerción estatal, recogido en el artí-
culo 155 CE, precisamente porque esta acción, aunque si permite 
una cierta concentración vertical de poderes sobre la Comunidad 
Autónoma afectada y sobre las que se exija colaboración, no cabe 
ninguna horizontal, ni mucho menos afectación de derechos. No 
obstante, por tratarse de un instrumento que permite enfrentar 
una situación de crisis política y territorial que no puede paliarse 
a través de los medios ordinarios, lo englobaremos, junto con las 
acciones del artículo 166 CE, que hemos llamado “estados de ex-
cepcionalidad”, dentro del concepto de “estados de emergencia”, 
siguiendo la denominación dada por la doctrina de nuestra Jus-
ticia Constitucional (FJ. 1.b) de la STC 89/2019, del 2 de julio), 
lo cual implica someter a todas las declaraciones de estos meca-
nismos a su jurisdicción, de acuerdo con la ATC 7/2012 de 13 de 
enero y el FJ. 10 de la STC 83/2016, de 28 de abril.

III. La separación de poderes en  
la excepcionalidad española

Así, aunque el artículo 116.5 prevé la imposibilidad de la disolu-
ción del Parlamento durante la declaración de cualquiera de los 
estados de excepcionalidad, lo cierto es que, como ya se puso de 
manifiesto durante el primer estado de alarma, con las eleccio-
nes autonómicas vascas y gallegas, nuestro ordenamiento jurídico 
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continúa sin reformar dicha situación, no solo para el ámbito auto-
nómico y local, sino también para el ámbito nacional cuando, no se 
declaren los mecanismos de excepcionalidad. Incluso el Tribunal 
Constitucional (en adelante TC) establece que la suspensión de 
las actividades del Congreso durante la declaración de los estados 
de excepcionalidad sin un plazo concreto de duración es inconsti-
tucionalidad, ya que deja tal decisión en manos de la Mesa y priva 
a los parlamentarios de sus facultades de control.1 Sin embargo 
puede suceder que el Congreso no acepte prorrogar el estado de 
alarma o incluso lo censure (aunque el Ejecutivo siempre tanteará 
a sus aliados para recabar futuros apoyos parlamentarios antes de 
declararlo), lo que llevaría a plantear dos posibilidades: o bien el 
Congreso retira el apoyo de la declaración (o prórroga) del estado 
de excepcionalidad que se hubiese utilizado porque cesó la emer-
gencia, lo que supondría que las elecciones se celebrarían en con-
diciones de normalidad; o bien lo retira por razones de oportuni-
dad política, lo que supondría celebrar unas elecciones durante un 
supuesto de excepcionalidad, como sucedió durante la pandemia. 

De este modo, si existe un partido que cuente con mayoría 
absoluta, podrá adoptar cualquiera de los tres estados sin que 

1	 En cambio, no sería inconstitucional, para el Alto Tribunal español, que el 
Congreso estableciese un plazo concreto de suspensión de sus actividades u 
optase por medidas menos gravosas. Y es que, aunque la Mesa del Congreso 
no pueda suspender los períodos ordinarios de sesiones (art. 73 de la Cons-
titución española), puede reprogramar el Calendario de actividades del Ple-
no y de las Comisiones (art. 31.6 del Reglamento del Congreso). En nuestra 
opinión, el retraso en la tramitación de las proposiciones, la reducción de 
las actividades y la suspensión de las sesiones que llevó a cabo el Congreso 
durante la primera ola de la pandemia no eran exactamente una suspensión. 
Pues, aunque la actividad de la Cámara se redujo, nunca cesó por completo, 
ya que continuaron presentándose iniciativas a través del correo electróni-
co, se respondían las consultas por teléfono y el Gobierno comparecía ante 
los diputados por escrito. Además, dicha demora apenas fue de unos días y 
pocas fueron las sesiones que se atrasaron. Simplemente se adaptó la acti-
vidad parlamentaria a la realidad existente y ante el ordenamiento jurídico 
vigente. No se produjo, por tanto, una suspensión, sino un retraso de las 
sesiones parlamentarias, para lo cual sí está facultado constitucionalmente 
el Congreso (Antecedentes de hecho 2 y 7). Además, se evitó pasar a la 
no presencialidad por las dudas constitucionales que ello podría acarrear, 
aunque el Tribunal Constitucional declara que continuar las sesiones parla-
mentarias por la vía telemática hubiera sido la opción constitucional.
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exista un verdadero control político que lo pueda limitar o frenar 
en su empeño. En el caso de una coalición, el partido del Go-
bierno deberá consultar a los principales líderes de los diferentes 
grupos parlamentarios coaligados si van a apoyar su declaración. 
De hecho, esa ha sido la costumbre política que, durante la pan-
demia, ha llevado a cabo el Gobierno, antes de prorrogar cada 
estado de alarma. De este modo, aunque no exista control previo 
parlamentario, el partido del Gobierno no adoptará ninguno de 
los estados si es consciente que no va a contar con los apoyos 
suficientes para su ratificación, sea en forma de prórroga o de au-
torización. Y es que el fracaso parlamentario de la petición de la 
primera prórroga del estado de alarma no solo le costaría al Eje-
cutivo una fuerte censura mediática por parte de la oposición po-
lítica, sino que, incluso, podría tener sanciones penales, de acuer-
do con el artículo 116.6 CE. Aunque no queda claro, conforme a 
este precepto, si el Congreso también puede ser responsable por 
autorizar medidas abusivas de suspensión de derechos. Por tanto, 
aunque la oposición carezca de un rol vinculante sobre el Ejecuti-
vo, su papel fiscalizador, a través de su manifestación pública, es 
esencial.2 Y si el partido del Gobierno se encontrase en minoría 
y sin apoyos para su aprobación, el Estado se vería arrastrado a 
la inacción frente a la crisis, salvo que el Ejecutivo buscase crear 
un verdadero conflicto constitucional con la finalidad de desle-
gitimar al Congreso y adquirir autonomía normativa absoluta, en 
el caso de que no contase con el apoyo parlamentario suficiente 
para llevar a cabo su acción política. Otra opción sería que nues-
tros actores políticos, haciendo alarde de virtud política, dejasen 
a un lado sus diferencias políticas y uniesen fuerzas en aras del 
bien común, al menos mientras no cese la emergencia. 

En cambio, para las elecciones autonómicas o municipales, 
no cabe posponer la celebración de las mismas una vez que los 
miembros de la Asamblea o del Pleno, respectivamente, termi-
nan su mandato, ya que la suspensión de comicios por emer-
gencias, no se recoge en ningún Estatuto de Autonomía ni en la 
propia LOREG, a diferencia de lo que sucede en el Parlamento 

2	 Así lo entiende el Fundamento Jurídico (FJ.) 3 de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional (STC) 168/2021, de 5 de octubre del 20213, ya que salva-
guarda el equilibrio de poderes propio del Estado de Derecho.
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nacional cuando se decide mantener la aplicación de un estado 
de excepcionalidad, sino que su celebración no se puede retra-
sar. Lo mismo sucede con la coerción estatal, lo cual es aún más 
curioso porque supone celebrar elecciones en un momento de 
clamoroso malestar institucional autonómico. Y es aquí, preci-
samente, donde surge nuestra hipótesis, que consiste en analizar 
cómo se llevarían a cabo las elecciones (nacionales, autonómicas 
y locales) durante la concurrencia de las situaciones que habili-
tan para la declaración de uno de los estados de excepcionalidad. 

IV. La afectación del voto durante  
los estados de excepcionalidad

Así, cuando concurra alguno de los supuestos que habilitan 
la declaración del estado de alarma (art. 4 de la Ley Orgánica 
4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y si-
tio, en adelante LOAES), tanto a nivel nacional (cuando, a pesar 
de concurrir los supuestos, no se declara), como autonómico o 
municipal, el derecho al voto se verá condicionado de manera 
diferente. Por ejemplo, cuando se produzcan desgracias públicas 
o calamidades,3 como inundaciones, huracanes, terremotos, etc., 
será difícil respetar el sufragio de aquellas personas que se han 
quedado incomunicados a causa de los destrozos, por lo que su 
derecho al voto se verá afectado. Lo mismo sucederá si se pro-
duce una situación de desabastecimiento,4 ya que, si escasea, por 

3	 Se podría haber usado para hacer frente a las consecuencias que supuso la 
erupción del volcán de La Palma en 2021, pero su gestión pudo realizarse a 
través de las leyes de protección civil sin que se produjese un forzamiento 
de su literalidad. 

4	 La declaración del estado de alarma por el desabastecimiento de los pro-
ductos básicos, para Cruz Villalón (Cruz Villalón, Pedro, “El nuevo Dere-
cho de excepción. Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio”, Revista española 
de Derecho Constitucional, vol. 1, núm. 2, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, 1981, pp. 98 y 99), debe tener origen en causas naturales 
o internacionales, pues si la tienen en conflictos sociales, será preciso apli-
car el estado de excepción, como así también lo entiende Fernández de Ca-
sadevete Mayordomo (Fernandez De Casadevete Mayordomo, Pablo, “Las 
crisis de los controladores aéreos y la Covid-19 como emergencias consti-
tucionales insuficientemente reguladas. Propuestas de “lege ferenda” para 
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ejemplo, la celulosa (para imprimir las papeletas) o de cualquier 
otro producto de primera necesidad (alimentos, agua, gasolina) 
ni siquiera las autoridades electorales podrán celebrar los comi-
cios conforme lo establecido en la regulación, ya que o bien será 
físicamente imposible o bien, como en el último caso, habrá otras 
prioridades, como es la supervivencia.  Lo mismo sucederá en el 
caso de paralización de los servicios públicos esenciales,5 a raíz 
de una huelga salvaje, por ejemplo, de la industria de la celulo-
sa con las que se producen las papeletas o de los transportistas 
que la trasladan. Sin embargo, es cuestionable considerar la pro-
ducción de celulosa un servicio esencial, por lo que es precisa 
una futura Ley de huelgas que diferencie conceptualmente entre 
“servicios esenciales” y “servicios mínimos” (Martínez Cuevas, 
2021: 415), lo que es una tarea bastante compleja. En cualquier 
caso, en ambos supuestos, los ciudadanos verán alterado su dere-
cho a votar, ya que la Administración Electoral carecerá de me-
dios para hacerlo efectivo. Por último, si se produce una crisis 
sanitaria de gran magnitud,6 como ya sucedió en 2020, las per-
sonas que se encuentren enfermas o puedan ser potencialmente 

el estado de alarma”, Excepcionalidad y Derecho: El estado de alarma en Es-
paña, Fundación Manuel Giménez Abad, Zaragoza, 2021, p. 360.), aunque 
la LOAES parece que hace referencia a conflictos sociales al permitir que, 
a través de este mecanismo, se intervengan talleres, fábricas. Sin embargo, 
Garrido López (Garrido López, Carlos, “Las limitaciones como derecho 
del Derecho constitucional de excepción”, Excepcionalidad y Derecho: El 
estado de alarma en España, Fundación Manuel Giménez Abad, Zaragoza, 
2021, pp. 54-55) considera que cuando la paralización de servicios esen-
ciales concurra con el desabastecimiento de bienes de primera necesidad, 
es posible usar tanto el estado de alarma como el de excepción. 

5	 Es lo que Cruz Villalón (Cruz Villalón, Pedro, op. cit.), llama supuesto “no 
supuesto” o un “supuesto agravante”, ya que éste, por sí sólo, no basta para 
que pueda ser declarado el estado de alarma, sino que requiere de otro de los 
supuestos recogidos en la LOAES para poner en marcha este instrumento, lo 
cual fue reclamado por el grupo comunista con el fin de evitar que se usase 
para paralizar huelgas, aunque en la praxis política resultó en vano, ya que 
se utilizó esta acción para hacer frente a la huelga de controladores aéreos 
del 2010, junto con una movilización militar que carecía de respaldo legal. 

6	 Sin embargo, el FJ. 11 de la STC 148/2021, de 14 de julio, entendió que 
si dicha crisis sanitaria requiere la adopción de la medida conocida como 
“confinamiento domiciliario” deberá gestionarse la emergencia a través del 
estado de excepción. 
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contagiosas, no podrán ejercer su derecho al voto si no hubiesen 
solicitado, previamente, el voto por correo. E, incluso, es cues-
tionable que los comicios puedan celebrarse en condiciones de 
salubridad, evitando contagios, sin poner en riesgo la salud de las 
personas más vulnerables, como los ancianos o las personas con 
enfermedades crónicas. 

El supuesto que habilita la declaración del estado de excep-
ción (art. 13 LOAES) es más complejo, ya que ni existe consenso 
sobre si este mecanismo tiene el monopolio para hacer frente 
a las graves alteraciones de orden público,7 ni tampoco es claro 
lo que se entiende por orden público.8 En cualquier caso, si este 
se viese afectado gravemente y o bien, finalizase la prórroga del 
estado de excepción (que no puede superar los 60 días) sin que 
cesase dicha alteración, o bien, estando declarado, deben cele-

7	 La STC 89/2019, del 2 de julio habilita al Ejecutivo nacional, a través del 
mecanismo del art. 15 de la Constitución española, a enfrentar graves alte-
raciones de orden público a través del mismo. Se trata de un instrumento 
que sólo puede aplicarse cuando “una Comunidad Autónoma no cumpliere 
las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o actuare de 
forma que atente gravemente al interés general de España”, de una forma 
“flagrante, manifiesta y contumaz” (FJ. 5B..c) de la STC 90/2019, del 2 de 
julio) lo cual debe ser apreciado por el Gobierno únicamente, al igual que 
los estados ya mencionados. Se trata de un mecanismo que permite colocar 
al Estado (como unidad) en una posición de superioridad sobre esa Comu-
nidad Autónoma desobediente, de forma transitoria, al ser éste garantía 
de la unidad y la supremacía del interés de la Nación (FJ. 4.a) de la STC 
89/2019, del 2 de julio). Por tanto, a nuestro parecer, la coerción estatal del 
art. 155 de la CE es una acción eminentemente institucional, por lo que el 
destinatario de sus medidas sólo puede ser un ente de naturaleza pública, 
pero nunca deberán serlo individuos.

8	 Según la interpretación defendida por el Tribunal Constitucional del or-
den público, se justifica declarar el estado de excepción cuando cualquier 
aspecto de la vida política se vea impedido de forma notable por una emer-
gencia, incluso aunque se trate de una epidemia. Sin embargo, no podemos 
compartir esta postura, siempre desde el más profundo de los respetos, ya 
que, entendemos, el estado de excepción fue creado para superar situa-
ciones de grave alteración del orden público, entendido éstas como graves 
alteraciones de la seguridad ciudadana, por lo que defendemos que sólo 
cuando las epidemias derivasen en grandes perturbaciones del orden pú-
blico podría recurrirse a la declaración del estado de excepción o, en caso 
extremo, a la del estado de sitio. Pero nunca debe acudirse a ese mecanis-
mo para otros supuestos diferentes.
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brarse elecciones a nivel autonómico o municipal, el derecho al 
voto se verá más cercenado. Y es que resulta cuestionable no solo 
que se pueda ejercer el derecho al sufragio en una situación de 
trifulcas, movilizaciones, atentados, etc., sin verse el espíritu, co-
lectivo e individual, coaccionado por la coyuntura violenta que 
estas situaciones políticas implican a la hora de elegir por qué 
partido votar; es que, además, es bastante dudoso que este dere-
cho se ejerza en condiciones de libertad cuando, tras el estado 
de excepción (si el Congreso lo hubiera concedido) se hubiera 
levantado la suspensión de los derechos de manifestación, reu-
nión, libertad de expresión, que trae aparejado este mecanismo. 
Y ello por la sencilla razón de que la ciudadanía carecería de una 
visión crítica, objetiva y racional, tanto positiva o negativa, de la 
gestión del Gobierno de la alteración de orden público, cuando 
sus libertades han estado mermadas tanto tiempo. 

Y, desde luego, lo mismo sucedería ante una declaración de 
un estado de sitio (por invasión o intento de secesión violenta, 
conforme al art. 32 LOAES). A nivel nacional sería un supuesto 
de laboratorio que el Congreso se negase a declarar o prorrogar 
dicho estado ante los supuestos mencionados. Pero, en cualquier 
caso, habría que celebrar, conforme a la actual regulación esta-
tutaria y legislativa, las elecciones autonómicas y locales, a pesar 
de estar atravesando una situación de conflicto bélico, como su-
cedió con nuestra primera Constitución de 1812, aunque en este 
caso se preveía la delegación del voto.

Más curioso es el caso de la coerción estatal, ya que la emer-
gencia que habilita la declaración de esta acción, como es el grave 
incumplimiento de la Constitución española  o de la legislación 
(como sucedió con el intento de secesión catalana en 2017) u 
ocasionarle perjuicio al interés general, no permite suspender 
la celebración de elecciones autonómicas. Es verdad que, por 
ejemplo, la única vez que este mecanismo se aplicó en España, 
el Ejecutivo nacional obligó a que se celebrasen elecciones, por-
que tanto el Gobierno como el parlamento autonómico busca-
ban incumplir la ley. Pero si hubiera que celebrar elecciones por 
terminación del mandato de los representantes, aunque el único 
que incumpliese fuese el Presidente regional, según nuestro en-
tender, el Gobierno no puede, a través de este mecanismo, pro-
rrogar el cargo de los asamblearios, aunque la STC 89/2019, del 
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2 de julio es muy laxa en relación a las medidas que el Ejecutivo 
nacional puede adoptar durante la aplicación de este mecanismo. 

V. Conclusiones

Algún jurista puede pensar que estos planteamientos son absur-
dos y responderlos con salus publica suprema lex est, pero per-
dería de vista la imperiosa necesidad de proteger las leyes que 
configuran la libertad ciudadana, estableciendo barreras que im-
pidan al Gobernante realizar determinadas acciones durante es-
tas situaciones. Por ello es preciso adaptar la legislación electoral 
española a estas emergencias o determinar su suspensión hasta 
que las mismas cesen, ya que ignorarlas solo condena el ejercicio 
efectivo del derecho al voto en estas circunstancias. Pues permi-
tir que se incumpla la Ley para proteger nuestra Libertad, es la 
antesala para perderla. 
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